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Señor  
JUEZ UNICO DE FAMILIA DE SOACHA, CUNDINAMARCA  
E.    S.    D.  
 
EXPEDIENTE:   2021-1139 

PROCESO CESACIÓN DE EFECTOS CIVILES DE MATRIMONIO CATOLICO  
DEMANDANTE:   DIEGO LIBANIEL NIÑO VELANDIA  
 DEMANDADA:    MONICA BIBIANA GODOY QUEVEDO. 

 
 
CLAUDIA MOYA HILARIÓN identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.333.767 de Bogotá 
D.C. y tarjeta profesional No. 135361 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como 
apoderada de la demandada MONICA BIBIANA GODOY QUEVEDO, mayor de edad, identificada 
con la cédula de ciudadana No.1032.373.828 encontrándome dentro del término previsto para tal 
efecto, presento contestación a la DEMANDA DE CECMC en los siguientes términos:  
 
 

1. A LOS HECHOS 
PRIMERO.  Es cierto   

 
SEGUNDO.  Es cierto 

 
TERCERO. No es cierto. Contrario a lo manifestado por el apoderado del demandante, mi 

poderdante sostiene que ha sido el hoy demandante quien incurrió en la causal de Cesación 
de efectos civiles prevista en el numeral 3° sobre “ultrajes, trato cruel y maltratamientos de 
obra” impetrada, conforme a lo instituido por el artículo 154 del C.C., ley 25 de 1992, por las 
razones que entraremos a exponer y soportar con pruebas conducentes, pertinentes y útiles 
en el presente escrito.  
 
En relación con las circunstancias detalladas por el apoderado del demandante con las que 
pretende demostrar la causal que cita en este numeral, nos pronunciamos en los siguientes 
términos:  
 
a. No es cierto, como lo manifestó el apoderado del demandante que mi poderdante ha 

“incurrido en grave e injustificado incumplimiento de sus deberes de esposa, por los 
siguientes motivos. Injurias constantes de deshonrar, afrentar, envilecer, desacreditar, 
ultrajándolo verbalmente por su condición de escaza educación, por no tener los 
suficientes recursos económicos, por no conseguir un empleo fijo , dichos agravios 
frecuentes ,se presentaron en el periodo que se padeció la pandemia en su mayor 
contundencia tanto de salud como caos social, dichas situaciones afectaron la 
convivencia del hogar que repercutieron en el rompimiento de sus relaciones y 
psicológicamente afectaron el comportamiento de mi poderdante, proporcionando un 
ambiente inadecuado de convivencia familiar propiciado por los repetidos ultrajes 
verbales”, pues contrario a ello, mi poderdante indica queen ningún  momento le falto al 
respecto, no lo agredió ni física ni verbalmente, si bien, como es de conocimiento público 
durante el periodo de la pandemia por la COVID-19 se atravesaron situaciones difíciles, 
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como en la mayoría de los hogares no solo en el campo económico, social, afectivo, 
familiar, educativo en otros, pero esta situación no los desestabilizo, al contrario indica 
mi poderdante que les ayudo a fortalecerse como familia para superar la situación que 
atravesaron, y si bien es cierto que, durante esta época mi poderdante se encontraba 
activa laboralmente y suplía con sus ingresos los gastos del hogar, también es cierto 
que recibieron el apoyo de familiares cercanos y utilizaron la tarjeta de crédito de 
CONDENSA cuya titular era mi cliente para cubrir lo necesario.  
 
Así mismo, mi poderdante reconoce que durante este tiempo se apoyaron mutuamente 
en el cuidado, custodia y manutención de sus hijas, y nunca hubo un mal trato ni una 
mala palabra de ninguna de las partes durante este periodo. Destaca mi poderdante que 
cuando decidieron casarse ella tenía pleno conocimiento que el hoy demandante no 
contaba con un trabajo fijo, ni una profesión, pero esas circunstancias nunca fue un 
motivo de discusión y tampoco fue un motivo para que no diera estricto cumplimiento a 
sus deberes de cónyuge como lo prevé la ley, así como las obligaciones que le asiste 
como padre, al contrario, durante los 15 años de convivencia siempre se apoyaron 
mutuamente.  
 
Por lo expuesto, contrario a lo manifestado por el demandante, mi cliente si ha cumplido 
con sus deberes de cónyuge previstos en los artículos 176 y 178 del Código Civil, esto 
es, socorro, ayuda mutua y la cohabitación esta última hasta cuando le fue  posible, 
dadas las agresiones constantes físicas y verbales del demandante en contra de la 
integridad física y mental de mi poderdante, que más adelante enunciaremos, por tanto, 
son infundadas estas manifestaciones del demandante, pues no allego con la demanda 
soporte probatorio que sustenten las presuntas agresiones, injurias, ultrajes, malos 
tratos que alega fue objeto durante el periodo de la pandemia por parte de mi 
poderdante, y le asistía la carga probatoria de demostrar el presunto maltrato que 
supuestamente sufrió.   
  

b. No es cierto como lo manifestó el apoderado del demandante que el 28 de octubre del 
2020 mi poderdante abandono el hogar incumpliendo con sus deberes de cónyuge, 
contrario a ello fue el señor DIEGO LIBANIEL NIÑO VELANDIA que incumplió sus 
obligaciones derivadas de la familia y del matrimonio, moral, espiritual, y 
económicamente hablando, pues puso en  peligro el socorro, la ayuda mutua, la 
fidelidad, el deber grave  e injustificados, pues dio el origen al rompimiento de la familia 
por sus constantes infidelidades y dejo de cumplir con sus deberes de manera 
injustificada,  sin motivo alguno que disipe o excuse tal omisión.  
 
Contrario a lo manifestado por el demandante, en ningún momento mi poderdante falto a 
sus deberes como cónyuge, no fue la que genero el rompimiento de la estructura 
familiar, fue el demandante y contrario a ello, el demandante es que ha dejado de 
cumplir con sus deberes como cónyuge y padre de manera injustificada, las menores se 
encuentran viviendo con mi poderdante y el demandante no cumple con sus deberes   
 

c. Parcialmente cierto. Se reitera que el señor DIEGO LIBANIEL NIÑO VELANDIA fue 
quien incumplió con sus deberes de cónyuge previstos en los artículos 176 y 178 del 
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Código Civil, esto es, socorro, ayuda mutua y la cohabitación pues ocasiono con sus 
constantes infidelidades el rompimiento y la cohabitación de la pareja,  y en el tiempo en 
el que estuvo mi poderdante con sus hijas  en el municipio de Icononzo (Tolima) y éste 
fue a visitarlas en varias ocasiones, se presentaba a altas horas de la noche sin avisar y 
precisamente para evitar inconvenientes y enfrentamientos mi poderdante permitía que 
las visitara en cualquier horario, como prueba de ello se adjunta a la presente 
contestación grabaciones de las conversaciones que el demandante le enviaba a su 
móvil con lenguaje irrespetuoso, grosero, amenazante e intimidante. En relación con las 
supuestas amenazas que indica recibió el señor DIEGO LIBANIEL NIÑO VELANDIA no 
le consta a mi poderdante y deberá demostrarlas.  
 
Contrario a lo manifestado por el demandante se deja constancia con pruebas 
contundentes, pertinentes y útiles que el día 7 de Noviembre de 2020 el señor DIEGO 
LIBANIEL NIÑO VELANDIA, decidió viajar al municipio de Icononzo (Tolima) 
presuntamente con la intención de visitar a sus hijas, y al llegar al lugar donde residía mi 
poderdante con sus menores hijas, el demandante se molesta y decide de manera 
injustificada y consciente que es lo más delicado, arroyarla con el vehículo CHEVROLET 
AVEO de placas  RNW 010 frente a la casa de sus padres, causándole graves lesiones 
físicas en los brazos, hombro y piernas, y huye dejándola tirada y herida en la carretera.  
 
De esta situación fue testigo la señora NIEVES QUEVEDO madre de mi poderdante, 
quien al escucharla pedir auxilio pues los hechos se dieron al frente de su residencia, 
salió, la encontró tirada en la carretera y junto con la señora ANDREA CAROLINA 
MARTÍNEZ amiga de mi poderdante que estaba presente le prestaron primeros auxilios, 
la recogieron del piso y la llevaron al Hospital. Adicionalmente, ese mismo día el señor 
Niño Velandia después de arroyarla la amenaza persuadiéndola de poner en 
conocimiento de las autoridades las lesiones físicas y psicológicas que fue objeto de su 
parte, por lo que mi poderdante debido al temor que le infundio no denuncio estos ellos 
en ese momento, pero se concientizo de esta situación, y el día 1 de marzo del 2021 
denuncio ante la Policía Nacional, la Fiscalía General de la Nación y Comisaria de 
Familia de Icononzo -Tolima los constantes maltratos que fue objeto, y mediante 
Resolución No. 21 violencia Intrafamiliar del 15 de mayo de 2021 de la Comisaria de 
Familia de Iconozo- Tolima impone al demandante medida de protección definitiva a 
favor de mi poderdante por el termino de dos meses para que se abstenga de realizar 
todo acto de violencia psicológica, psíquica, económica  y física.   

 
d. No nos consta que lo demuestre. Sobre el particular si queremos enfatizar en el sentido 

de indicar que, no es cierto que mi poderdante sea la autora de las presuntas amenazas 
que fueron presuntamente denuncias que el señor DIEGO LIBANIEL NIÑO VELANDIA y 
le asiste la carga probatoria de demostrar ante las instancias competentes la autoría de 
dichos hechos por parte de mi poderdante. Por su parte mi poderdante, niega totalmente 
lo que el demandante manifiesta, pues en ningún momento le ha enviado mensajes de 
texto con amenazas ni a él ni a sus seres queridos como así lo argumenta, no se allego 
prueba que demuestre que los mensajes fueron enviados por mi poderdante, solo una 
denuncia en fiscalía de unas presuntas amenazas que están en averiguación y por 
consiguiente, se invoca la presunción de inocencia como garantía de rango 
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constitucional, integrante del derecho fundamental al debido proceso reconocida en el 
artículo 29 de la Constitución, al tenor del cual “toda persona se 
presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmente culpable” y estará 
atenta a atender cualquier citación que le llegue para ratificar lo que se esa indicando en 
este escrito.  
 
Finalmente, se deja constancia que desde que se dieron las presuntas amenazas que 
alega el demandante, mi poderdante si cuenta con pruebas de que en sus redes 
sociales le han enviado mensajes amenazantes indicándole que si sale de su casa le 
van a “echar acido en la cara”, como prueba de esta manifestación se adjuntan los 
mensajes que ha recibido mi cliente, y no por el hecho de recibir esos mensajes mi 
poderdante sin contar con pruebas va manifestar que se trate del demandante que le 
está enviando esos mensajes, pues es respetuosa de que entidades competentes 
realicen las pesquisas necesarias para dar con los autores de estos hechos y se vería 
incurso en una eventual denuncia penal por falsa denuncia de hechos que no tienen 
sustento probatorio. 
 
Por último, frente a este hecho se reitera que no es cierto como así lo quiere hacer ver el 
demandante que “Estas situaciones han desencadenado la desestabilización y 
rompimiento de la unidad familiar además del abandono de hogar por parte de la Señora 
MONICA BIBIANA GODOY QUEVEDO” pues como hemos venido indicando con 
pruebas que se adjuntan a este escrito, el demandante fue el que con sus ultrajes, trato 
cruel, insultos, maltrato físico y psicológico hacia la integridad física y psicológica de mi 
cliente  incumplió con sus deberes de cónyuge.  

 
CUARTO. Parcialmente cierto, si bien es cierto que mi poderdante se vio abocada a citar al 

señor DIEGO LIBANIEL NIÑO VELANDIA a conciliar alimentos ante la Comisaria de Familia, 
fue porque incumplía con sus deberes para con las menores y en dicha diligencia como 
consta en el acta   se evidencia que le impusieron una cuota de  alimentos por la suma de 
$150.000 por cada una de las menores  pero a la fecha el demandante ha incumplido, toda 
vez que consigna solo $100.000 por cada una de ellas, sin justificación alguna, incumpliendo 
así con sus deberes de padre y poniendo a las menores en un riesgo por cuanto siendo la 
cuota baja para las necesidades que requieren para sus necesidades mínimas, y con lo que 
consigna no suple lo mínimo que las menores requieren, por lo que desde ya se solicita a su 
Despacho se revise la cuota de alimentos . Se anexa acta de conciliación.  

 
QUINTO. No es cierto. El demandante no puede excusar su incumplimiento con los deberes 

de padre en indicar que “condición de desempleado y vivir de oficios varios y de conseguir lo 
diario para la subsistencia de él y de su madre”, pues los menores son sujetos de especial 
protección por la Corte Constitucional y deberán garantizarles sus derechos mínimos, y no 
es lo que hace el demandante, alegando una situación económica que tiene la carga 
probatoria de demostrar y no lo hizo con la presentación de la demando, sumando a ello, 
existe la “PRESUNCION LEGAL EN PROCESO DE ALIMENTOS-Padres devengan al 
menos el salario mínimo legal”1, por consiguiente el señor Niño Velandia no puede 

 
1 Sentencia C-388/00 
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excusarse en los argumentos que presenta en la demanda para incumplir de manera tajante 
e injustificada con sus deberes de padre, pues con lo que aporta a las menores esto es la 
suma de $100.000 mensuales,  se reitera no alcanza para satisfacer las necesidades 
mínimas de ellas.  
 
 

SEXTO. No es cierto, mi poderdante ha tenido el ánimo de conciliar bajo el entendido de que 
supla las necesidades mínimas de las menores se garantice su manutención, se les de 
calidad de vida a las menores y el ofrecimiento del demandante son de $100.000 por cada 
una de las menores, se reitera con ello no alcanza a suplir las necesidades mínimas de las 
menores, mi poderdante realizo un cuadro que contiene los  gastos de las menores de edad. 
 

SÉPTIMO. Parcialmente cierto, si bien mi cliente actualmente se encuentra activa como se 
evidencia en el certificado que se adjunta también es cierto que estuvo varios meses sin 
trabajo y debió conseguir para la manutención de sus menores hijas, y no es cierto que el 
señor Niño Velandia no cuente con ingresos, pues como indicamos se presume que 
devenga como mínimo un salario mínimo vigente. 
 

OCTAVO. Parcialmente cierto, pues en vigencia de la sociedad conyugal que se constituyó con 
el matrimonio se adquirió un apartamento  que efectivamente tiene la limitación al ejercicio 
del domino “Patrimonio Familiar” también es cierto que  tiene un pasivo externo a favor del 
banco Davivienda.  Así mismo se adquirió un vehículo de marca CHEVROLET AVEO de 
placas RNW010 que fue adquirido dentro de la sociedad conyugal y fue vendido el 
13/sep./21, y una motocicleta de placas EHG61F que  fue vendido el 13/mar/21,  sin 
consentimiento de mi poderdante y de manera unilateral y arbitraria lo hizo el demandante, y 
el fruto de la venta de estos bienes lo cogió para sus haberes sin darle ningún dinero a mi 
poderdante,  prueba del traspaso de los bienes allegamos  RUNT con las solicitudes de 
traspaso realizadas durante el período entre el 16/Feb al 13/Sep./21  por el demandante.  Lo 
anterior, para que conste en el expediente el obrar del demandante es temerario y de mala 
fe, buscando llevar a su Despacho información engañosa y   su obrar estuvo encaminado a 
salvaguardar los bienes adquiridos en vigencia de la sociedad conyugal sino a  insolventar la 
sociedad conyugal sin consentimiento ni autorización previa de mi poderdante.  
 

NOVENO. Parcialmente cierto, mi poderdante se vio abocada a irse a vivir al inmueble con sus 
hijas dada la situación económica que atravesó sin trabajo, pero fue informado el 
demandante y la vivienda es un rubro hace parte de los alimentos para las menores y mi 
cliente lo ha tenido en cuenta al momento de detallar los gastos 
 

DÉCIMO. Cierto  
 

UNDÉCIMO. Cierto  
 

DUODÉCIMO. Cierto  
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i) A LAS PRETENSIONES  
 

1. Me opongo a la primera pretensión de la parte actora porque contrario a lo que manifestó el 
apoderado del demandante se encuentra demostrado con las pruebas allegas en el presente 
escrito que quien incurrió en la causal de prevista en el numeral 3° sobre “ultrajes, trato cruel 
y maltratamientos de obra” impetrada, conforme a lo instituido por el artículo 154 del C.C., 
ley 25 de 1992 fue el demandante, por consiguiente, solicito que se decrete la cesación de 
efectos civiles del matrimonio católico celebrado entre los señores DIEGO LIBANIEL NIÑO 
VELANDIA y MONICA BIBIANA GODOY QUEVEDO, con fundamento en la tercera causal 
subjetiva siendo el demandante el que incumplió con sus deberes de cónyuge e incurrió en 
esta causal.  
 

2. No, me opongo.  
 

3. No, me opongo. 
 

4. Me opongo, solicito a su Despacho que se revise cuidadosamente esta pretensión en el 
entendido que las visitas deberán darse previa concertación con la madre y para mantener 
mejores relaciones entre los padres y las hijas, y para tal efecto deberá darse un 
acompañamiento psicológico dadas las acciones deliberas y conscientes que ha tenido el 
demandante contra la integridad física y la vida de mi poderdante en presencia de las 
menores.  
 

5. Concuerdo con que se fije cuota de alimentos al demandante, pero de acuerdo con las 
necesidades mínimas que tienen las menores en el entendido que son sujetos de especial 
protección, toda vez que como quedo consignado el demandante no ha cumplido con sus 
deberes de padre y se sigue sustrayendo de su cumplimiento de manera injustificada 
dejando toda la carga económica a mi poderdante.  
 

6. Me opongo no se encuentra demostrado que mi cliente incurrió en la causal de prevista en el 
numeral 3° sobre “ultrajes, trato cruel y maltratamientos de obra” impetrada, conforme a lo 
instituido por el artículo 154 del C.C., ley 25 de 1992 fue el hoy demandante por 
consiguiente es este el que deberá ser declarado culpable por incurrir en la causal antes 
señalada.  
 

7. Me opongo que sea condenado en costas el demandante es quien incurrió en la causal de 
prevista en el numeral 3° sobre “ultrajes, trato cruel y maltratamientos de obra” impetrada, 
conforme a lo instituido por el artículo 154 del C.C., ley 25 de 1992.  
 
 

ii) EXCEPCIÓN   
 

Actuaciones del demandante Temerarias y de mala fe al incoar la causal de prevista en el 
numeral 3° sobre “ultrajes, trato cruel y maltratamientos de obra” impetrada, conforme a lo 
instituido por el artículo 154 del C.C., ley 25 de 1992.  
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Sea lo primero señalar que las actuaciones de mi poderdante se han dado con observancia del 
principio de la buena fe, que tiene que ver con la actuación de las partes durante el procedimiento 
conciliatorio, en el sentido de un comportamiento adecuado y acorde a los fines de la conciliación.  Se 
entiende como la necesidad de que las partes procedan de manera honesta y leal.  

 
En efecto, este principio no sólo involucra a las partes durante la audiencia sino también a toda persona 
que participa de la audiencia, como sería el caso de abogados o asesores y representantes. Lo cual 
tiene sentido en la medida que lo que se espera de las personas que intervienen en las actuaciones 
judiciales es una debida actuación que no signifique un aprovechamiento indebido o de mala fe con su 
obrar.   

  
Frente al principio de buena fe, la presunción constitucional de buena fe y la delimitación del ámbito de 
aplicación, la Honorable Corte Constitucional se ha pronunciado en senda jurisprudencia, y al revisar la 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 220 de la Ley 1801 de 2016 “Por la cual se expide el 
Código Nacional de Policía y Convivencia” adelantada por Francisco de Paula Santander Ruiz y Yamile 
Vega Parra. Expediente: D-11648 del 20 de abril de 2017con Ponencia del Magistrado Alejandro 
Linares Cantillo señalo:  

 
“El artículo 83 de la Constitución Política incluye un mandato de actuación conforme a la 
buena fe para los particulares y para las autoridades públicas, aunque que se presume 
que se actúa de esta manera en las gestiones que los particulares realicen ante las 
autoridades del Estado, como contrapeso de la posición de superioridad de la que gozan las 
autoridades públicas, en razón de las prerrogativas propias de sus funciones, en particular, de 
la presunción de legalidad de la que se benefician los actos administrativos que éstas expiden.  
 
Esto quiere decir que el mismo texto constitucional delimita el ámbito de aplicación de la 
presunción constitucional de buena fe a (i) las gestiones o trámites que realicen (ii) los 
particulares ante las autoridades públicas, por lo que su ámbito de aplicación no se extiende, 
por ejemplo, a las relaciones jurídicas entre particulares. Se trata de una medida de protección 
de las personas frente a las autoridades públicas, que se concreta, entre otros asuntos, en la 
prohibición de exigir en los trámites y procedimientos administrativos, declaraciones 
juramentadas o documentos autenticados, ya que esto implicaría situar en cabeza del particular 
la carga de demostrar la buena fe en la gestión, de la que constitucionalmente se encuentran 
exentos. Esta presunción invierte la carga de la prueba y radica en cabeza de las autoridades 
públicas la demostración de la mala fe del particular, en la actuación surtida ante ella” (Negrilla 
y subraya fuera del texto) 

 
De lo anterior, se colige que la observancia del principio de buena fe es de rango constitucional para los 
particulares y para las autoridades, por consiguiente, se hace un llamado de atención a la parte 
demandante para que, de cabal cumplimiento a este precepto legal, pues con su petición vulnera este 
principio de rango constitucional siendo temeraria y de mala fe.  

 
La causal prevista en el numeral 3° sobre “ultrajes, trato cruel y maltratamientos de obra” impetrada, 
conforme a lo instituido por el artículo 154 del C.C., ley 25 de 1992 que incoa el apoderado de la parte 
demandante es temeraria y de mala fe, frente a actuaciones de temeridad y mala fe los doctrinantes 
ALVARADO VELLOSO y LINO PALACIO han sostenido:  
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(…) respecto a la temeridad procesal refieren que esta “consiste en la conducta de quien 
deduce pretensiones o defensas cuya inadmisibilidad o falta de fundamento no puede 
ignorar con arreglo a una mínima pauta de razonabilidad, configurándose, por lo tanto, 
frente a la conciencia de la propia sin razón” 2. (Negrilla y subraya fuera del texto) 

 
A su turno, el doctrinante TORRES MANRIQUE, ha señalado:  
 

 “(…) la temeridad no es otra cosa que una acción, en este caso actuar procesal, que 
desborda lo normal, lo razonable y lo debido, así como ataca valores morales del 
demandado quién se ve obligado a defenderse, si es que lo puede hacer sobre 
afirmaciones tendenciosas. Sin embargo, quien acciona defendiéndose, aunque sea claro 
conocedor de su culpabilidad, no puede ser calificado de temerario, ya que es lícita la 
búsqueda de un resultado atenuado o –por lo menos- en previsión de no ser víctima de un 
abuso de derecho. (…) Litigar con temeridad o accionar con temeridad en el juicio es la 
defensa sin fundamento jurídico. Es la conducta de quien sabe o debe saber que carece de 
razón y/o falta de motivos para deducir o resistir la pretensión y, no obstante ello, así lo 
hace, abusando de la jurisdicción o resiste la pretensión del contrario”3 (Negrilla y 
subraya fuera del texto) 

 
En el mismo sentido, la Honorable Corte Constitucional4 frente a la definición de la actuación temeraria  
y mala fe en senda jurisprudencia se ha pronunciado en los siguientes términos:  
 

“La jurisprudencia constitucional ha estimado que la actuación temeraria es aquella que 
vulnera el principio constitucional de la buena fe y, por tanto, ha sido entendida como "la 
actitud de quien demanda o ejerce el derecho de contradicción a sabiendas de que carece de 
razones para hacerlo, o asume actitudes dilatorias con el fin de entorpecer el desarrollo 
ordenado y ágil del proceso." En estas circunstancias, la actuación temeraria ha sido 
calificada por la Corte como aquella que supone una "actitud torticera", que "delata un 
propósito desleal de obtener la satisfacción del interés individual a toda costa", que 
expresa un abuso del derecho porque "deliberadamente y sin tener razón, de mala fe se 
instaura la acción", o, finalmente, constituye "un asalto inescrupuloso a la buena fe de 
los administradores de justicia". La temeridad es una situación que debe ser 
cuidadosamente valorada por los jueces con el fin de no incurrir en situaciones 
injustas.” (Negrilla y subraya fuera del texto) 

 
Aunado a lo anterior, es dable indicar que podemos diferenciar qué conductas del artículo 112 del 
CPC, están referidas a la temeridad procesal, a saber:  
 

 
2 ALVARADO VELLOSO y PALACIO, 1992 
3 TORRES MANRIQUE, 2004 
4 Referencia: Expediente T-174136. Actor: Edgar Alberto Castro Diaz Temas: Autonomía universitaria y derecho a la educación 

Parámetros de apreciación de una actuación temeraria Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ del 11 de 

noviembre de 1998.  
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i) Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento jurídico de la demanda, contestación o 
medio impugnatorio.  

ii) Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad 
 
Se reitera que en el caso que nos ocupa la solicitud que realiza el apoderado de la demandante se 
adecua a una  conducta temeraria y de mala fe, pues se encuentra plenamente acreditado con los 
documentos que se aportan con el presente escrito, que quien incurrió en la causal que está 
incoando es el demandante, por consiguiente el apoderado está abusando  del derecho porque 
"deliberadamente y sin tener razón, de mala fe incoa una causal  que no esta demostrando con 
pruebas contundentes, pertinentes y útiles, lo que si está haciendo mi poderdante, constituyéndose 
como lo ha sostenido la doctrina y la jurisprudencia  "un asalto inescrupuloso a la buena fe de los 
administradores de justicia".  

 
  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Fundamento la presente contestación en el código general del proceso y demás normas 
concordantes.  
 
 

PROCEDIMIENTO 
 
El proceso que debe seguirse es el verbal que establece el código general del proceso y demás 
normas concordantes.  
 

COMPETENCIA 
 

Por la cuantía del proceso, por la vecindad de las partes, es Usted Señor Juez competente para 
conocer el mismo. 
                 
 

MEDIOS PROBATORIOS  
Solicito se tengan como medios de prueba los siguientes 

1. Documentales  
✓  Fotografías lesiones físicas ocasionadas por el demandante el día 7 de noviembre 

de 2020 a mi poderdante.  
✓ Informe pericial lesiones personales del Hospital de Sumapaz que fueron 

ocasionadas por el demandante a mi poderdante 
✓ Formato remisión de mi poderdante al Instituto Nacional de Medicina Legal y 

Ciencias Forenses con ocasión de las lesiones personales que causo el 
demandante el 7 de noviembre de 2020 a mi poderdante.  

✓ Denuncia Penal en fiscalía por las lesiones las lesiones personales que causo el 
demandante el 7 de noviembre de 2020 a mi poderdante 

✓ Resolución No. 21 violencia Intrafamiliar del 15 de mayo de 2021 de la Comisaria de 
Familia de Iconozo- Tolima mediante la cual impone al demandante medida de 
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protección definitiva a favor de mi poderdante por el termino de dos meses para que 
se abstenga de realizar todo acto de violencia psicológica, psíquica, económica y 
física.  

✓ Mensajes redes sociales amenaza de “echar acido en la cara” a mi poderdante 
✓ Cuadro Excel gastos mensuales de las menores  
✓ Certificación laboral de mi poderdante contrato actual vigente   
✓ RUNT con las solicitudes de traspaso realizadas durante el período entre el 16/Feb 

al 13/Sep./21 por el demandante.   
 

2. Recibir la declaración de mi poderdante sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar 
que se dieron los hechos de incumplimiento del cónyuge hoy demandante y que fue este 
quien incurrió en las causales que alega a su favor.  
 

3. Interrogatorio de parte: Sírvase recibir declaración de parte a los demandante que 
formulare en el momento procesal oportuno, de manera verbal o por escrito sobre los 
supuestos facticos de la presente demanda.   
 

4. Audios de las conversaciones que el demandante le enviaba a mi poderdante a su móvil 
 

5. Testimoniales: Sírvase recibir declaración de los siguientes testigos para probar los hechos 
que les consta de la presente demanda: 
 
✓ NIEVES QUEVEDO mayor de edad identificada con la cedula de ciudadanía No. 

28788429. Se ubica en el municipio de Icononzo-Tolima en la Carrera 5 # 3-61 barrio 
centro, correo electrónico: Mona.17-@hotmail.com quien puede rendir declaración 
pues tiene conocimiento de los hechos acaecidos el 7 de noviembre de 2020 en los 
que fue arrollada con un vehículo por el demandante mi poderdante en el Municipio de 
Icononzo-Tolima pues ocurrieron en frente de su residencia.   
Dado que la testigo reside en Icononzo Tolima, solicito que este testimonio se surta por 
los medios tecnológicos en virtud de lo previsto en del Decreto 806 de 2020. 
 

✓ ANDREA CAROLINA MARTÍNEZ mayor de edad identificada con la cedula de 
ciudadanía No. 1023871614. Se ubica en la ciudad Soacha, Cundinamarca en la 
Carrera 7a #3-35. Parque Campestre Etapa 9, correo electrónico: 
Valencaromar@gmail.com quien puede rendir declaración pues tiene conocimiento de 
los hechos acaecidos el 7 de noviembre de 2020 en los que fue arrollada con un 
vehículo por el demandante mi poderdante en el Municipio de Icononzo-Tolima pues se 
encontraba de visita en la casa de la señora Nieves Quevedo.   

 
 

ANEXOS 
✓ Los documentos indicados en el acápite de medios probatorios.  
✓ Poder  
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NOTIFICACIONES  
 

Mi poderdante reside en la siguiente dirección:  DG 35 # 16-60 t 3 _211 altos del trébol, barrio El 
Trébol, Soacha    
La suscrita las recibirá notificaciones en la Secretaría de su despacho o en la siguiente dirección: 
Carrera 87 No. 72 A-40 Of. 101 en el Barrio Los Pinos en la ciudad de Bogotá.  
 
 
Del Señor Juez, atentamente  
  
 
Atentamente, 
 
 
 

  

CLAUDIA MOYA HILARIÓN        
C.C.  52.333.767 de Bogotá D.C.        
T.P. No.135361 del C.S.J 
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12/3/22, 18:46 Correo: Juzgado 01 Familia - Cundinamarca - Soacha - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADVhYTcwM2E4LTE2MDAtNDdiMC05OGJlLTg5ZTgyMTRlMGFkNgAQANL5NceV1u5InyS82xmYb%2F… 1/1

CONTESTACION DEMANDA RAD. 2021-1139 PROCESO CESACIÓN DE EFECTOS CIVILES
DE MATRIMONIO CATOLICO

CLAUDIA MOYA <claudiamoyah@yahoo.es>
Vie 11/03/2022 16:46
Para:  Juzgado 01 Familia - Cundinamarca - Soacha <jfctosoacha@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  Escobarabogados1@gmail.com <escobarabogados1@gmail.com>

Señor

JUEZ UNICO DE FAMILIA DE SOACHA, CUNDINAMARCA

E.                                 S.                                D.

 

EXPEDIENTE:  2021-1139

PROCESO CESACIÓN DE EFECTOS CIVILES DE MATRIMONIO CATOLICO

DEMANDANTE:   DIEGO LIBANIEL NIÑO VELANDIA

DEMANDADA:    MONICA BIBIANA GODOY QUEVEDO.

 

 

CLAUDIA MOYA HILARIÓN identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.333.767 de Bogotá D.C. y tarjeta
profesional No. 135361 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderada de la demandada
MONICA BIBIANA GODOY QUEVEDO, mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadana No.1032.373.828
encontrándome dentro del término previsto para tal efecto, presento contestación a la DEMANDA DE CECMC, con
los soportes probatorios correspondientes.  

Se deja constancia que se esta copiando al apoderado de la parte actora. 

Del señor Juez, 

Respetuosamente. 

CLAUDIA MOYA HILARIÓN                                                                           

C.C.  52.333.767 de Bogotá D.C.                                                                   

T.P. No.135361 del C.S.J
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